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El Estado Colombiano a través de su Carta Política, ha considerado a Colombia 
como un estado social y democrático de derecho, en donde uno de los principios 
fundadores de ésta, ha sido la protección especial a los derechos fundamentales de 
todas las personas, velando por su debido respeto y cumplimiento. El presente artículo 
analizará que efectos genera para el empleador la aplicación de un fuero de estabilidad 
laboral y estudiará los diferentes conceptos que definen dicha protección especial, así 
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The Colombian state through its Political Charter has considered Colombia as a 
social and democratic state of law, where one of the founding principles of this has been 
the special protection of the fundamental rights of all people, ensuring their due respect 
and compliance. The present article will analyze what effects the application of a labor 
stability jurisdiction generates for the employer and will study the different concepts that 




















El presente artículo tiene como finalidad analizar la estabilidad laboral, sus 
clases, el desarrollo normativo, el ámbito de aplicabilidad y los efectos que se generan 
en el empleador al sostener un trabajador que goza de este fuero. Debe recalcarse que 
dadas las condiciones en que se llevó a cabo el documento, el análisis pretende ilustrar 
en términos simples a los lectores sobre los aspectos generales de los diferentes 
enunciados, sin adentrarnos en la parte medular de éstos dentro del contexto normativo 
y jurisprudencial, trayendo a colación sus aspectos relevantes. 
 
Una vez edificado el andamiaje normativo sobre la materia, se plasmarán las 
posiciones vigentes de los organismos de cierre en materia constitucional y laboral, es 
decir, los criterios jurisprudenciales plasmados por la Corte Constitucional y la Corte 
Suprema de Justicia, en orden a establecer si en la actualidad existe uniformidad o no 
en sus argumentos jurídicos. 
 
Por último, fijaremos la posición sobre los efectos que produce para el 
empleador sostener un trabajador que se encuentra gozando de fuero, resaltando la 
carga económica y de recursos que ha sido impuesta por un Estado inflexible, 
sancionador y poco interventor en la creación de políticas que verdaderamente 
cumplan con el propósito que debe ser concebido en un estado social de derecho. 
 
 
Estabilidad laboral en Colombia 
 
 
En este apartado abordaremos el tema de la estabilidad laboral desde una óptica 
constitucional, desarrollada directamente en la Constitución Política de Colombia de 
1991 y una perspectiva netamente doctrinaria, delimitada claramente por los estudiosos 
del derecho. De esta manera, comenzaremos por revisar el articulado constitucional 
que lo demarca como uno de los principios reguladores en las relaciones de carácter 
laboral, y posteriormente nos concentraremos en vislumbrar las diferentes definiciones 
expuestas por algunos doctrinantes como preparativo para comprender la estabilidad 
laboral reforzada, puesto que, es el tema que nos ocupa. 
 
Al entrar en vigor la Constitución Política Colombia de 1991, se comenzó a 
establecer una noción de estado social de derecho, lo cual se visibiliza específicamente 
en su artículo primero. La legitimidad de ésta radica, básicamente, en la protección a 
los derechos fundamentales. Es así, como dentro de los mismos, se encuentran los 
concernientes al trabajo, de los cuales hablaremos más prolijamente en su oportunidad 
(Asamblea Nacional Constituyente, 1991). 
 
En este sentido, como primera medida, se identifica que en el artículo 53 de la 
Constitución Política de Colombia, la Asamblea Nacional Constituyente (1991) 
establece lo siguiente: 
 
“El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley correspondiente tendrá en cuenta 
por lo menos los siguientes principios mínimos fundamentales: Igualdad de 
oportunidades para los trabajadores; remuneración mínima vital y móvil, proporcional a 
la cantidad y calidad de trabajo; estabilidad en el empleo; irrenunciabilidad a los 
beneficios mínimos establecidos en normas laborales; facultades para transigir y 
conciliar sobre derechos inciertos y discutibles; situación más favorable al trabajador en 
caso de duda en la aplicación e interpretación de las fuentes formales de derecho; 
primacía de la realidad sobre formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones 
laborales; garantía a la seguridad social, la capacitación, el adiestramiento y el 
descanso necesario; protección especial a la mujer, a la maternidad y al trabajador 
menor de edad”. (Artículo 53) 
 
Tal y como se observa, son múltiples los principios introducidos en nuestro 
ordenamiento jurídico para proteger a quien de ahora en adelante llamaremos 
TRABAJADOR. Para el presente estudio, solo nos centraremos en lo concerniente a la 
estabilidad en el empleo y sus diferentes modalidades. 
Así las cosas, se entiende que la estabilidad laboral es aquel derecho o garantía 
que tiene el trabajador de conservar su puesto de trabajo, de no incurrir en faltas 
previamente establecidas o de no acaecer circunstancias extrañas. Para Deveali 
(1953), la estabilidad laboral es: “(…) el derecho del trabajador a conservar su puesto 
de empleo durante toda su vida laboral, no pudiendo ser declarado cesante antes, a no 
ser por alguna causa taxativamente determinada” (p.265). 
 
Por consiguiente, el empleador no debe gozar de un ejercicio tan libre y 
discrecional para despedir al trabajador, quien es titular del derecho a vivir en 
condiciones mínimas dignas. Todo esto en desarrollo de los principios de protección, 
irrenunciabilidad y buena fe. Entonces, la estabilidad laboral se comprende como 
aquella vocación de permanencia del trabajador en su empleo, que tiene como 
propósito garantizar al sujeto subordinado de la relación laboral, un mínimo de 
seguridad en la permanencia en su actividad laboral (Álvarez et al., 2014). 
 
De cierta forma, lo que permite la estabilidad laboral, es la protección del 
trabajador, en forma directa, para que éste pueda satisfacer sus necesidades básicas y 
las de su grupo familiar, pero en ese mismo orden, garantizar los ingresos de la 
compañía para la cual labora. El sentido de esto radica en que el trabajador no sea 
sujeto de despidos arbitrarios y sin fundamento por parte del empleador (Álvarez et al., 
2014). 
 
Cabe resaltar que lo analizado precedentemente, encuentra su desarrollo en la 
Sentencia C-016/98, en la cual la Corte Constitucional de la República de Colombia 
(1998) expresa que:  
 
“Cuando al trabajador tiene la certidumbre y la garantía de que conservará el 
empleo, en la medida en que subsista la materia de trabajo y el haya cumplido 
satisfactoriamente con sus obligaciones, de manera que el empleador, motivado 
por las necesidades de la empresa, deba renovar el contrato”. (Expediente D-
1739) 
 
De lo expuesto en esa determinación, se interpreta que al vencimiento del 
plazo inicialmente pactado, el resultado de un acuerdo de voluntades no resulta 
suficiente para que el empleador pueda dar por terminado el contrato de trabajo, 
pues solo así, se efectivizará el principio de estabilidad laboral.  
 
En ese contexto se identifica, entonces, que el principio de estabilidad en el 
empleo trasciende la simple expectativa de permanecer indefinidamente en un 
puesto de trabajo, pues su realización depende, como lo ha señalado la Corte, de 
la certeza de que le asiste al trabajador de conservar el empleo, siempre que su 
desempeño sea satisfactorio y subsista la materia de trabajo, sin estar supeditado 
a variables diferentes, las cuales darían lugar a un despido injustificado, que como 
tal acarrea consecuencias para ciertas partes involucradas en el contrato de 
trabajo. 
 
Doctrinariamente, se ha clasificado la estabilidad laboral de múltiples 
formas, comenzando con la impropia o relativa que es aquella en la cual el 
empleador posee la facultad de disolución de la relación laboral, generando como 
consecuencia el pago de una indemnización. La rígida o absoluta que se genera 
cuando al empleador se le niega la potestad de terminar la relación laboral, 
cuando no exista una justa causa para hacerlo. Por último, la flexible o precaria se 
presenta específicamente en los servidores públicos de libre nombramiento y 
remoción, toda vez que pueden ser retirados de sus labores, a través de un acto 
administrativo emitido por la autoridad correspondiente (Álvarez et al., 2014). 
 
Así las cosas, el principio de estabilidad laboral se cristaliza 
preponderantemente en los contratos a término indefinido, sin embargo, esto no 
implica que exista una inamovilidad en el empleo ni una duración “infinita o 
perpetua”, pues este principio no es incompatible con los contratos de duración 
definida. La facultad del empleador de darlos por terminados, sin mediar una justa 
causa, tampoco es prohibida, siempre y cuando exista de por medio el pago de la 
correspondiente indemnización y el debido reconocimiento de las prestaciones 
sociales. 
 
Esta situación permite comprender que las relaciones derivadas de un 
contrato laboral no son perennes, puesto que el empleador y trabajador poseen la 
facultad libre y espontánea, de acuerdo con las condiciones previstas en la ley y 
en el contrato, de ponerle fin al mismo. 
 
 
La estabilidad laboral reforzada en Colombia 
 
 
La estabilidad laboral reforzada es desarrollada por la Corte Constitucional de la 
República de Colombia como un principio y a la vez un derecho, el cual consiste en la 
protección que le da el Estado a un trabajador al momento de celebrar un contrato de 
índole laboral, para que no pueda ser despedido de su cargo, incluso mediando una 
justa causa que lo permita, sin el debido permiso del inspector de trabajo. En caso de 
materializarse tal desvinculación, el empleador deberá reconocer ciertas sanciones, 
entre ellas, la establecida en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, correspondiente a 
180 días de salario (Congreso de la República de Colombia, 1997). 
 
Cuando los trabajadores protegidos por fuero sean retirados de su cargo, sin que 
exista de por medio el permiso previo de las autoridades administrativas, podrán acudir 
ante el juez competente, mediante demanda, para reclamar el reintegro a sus labores, 
y salarios dejados de percibir. En el caso específico de los trabajadores en estado de 
discapacidad, la sanción adicional consistente en 180 días de salario, por transgredir 
las normas constitucionales. El despido, una vez ocurre, carece de todo efecto jurídico, 
y por lo tanto, existirá una presunción en contra del empleador, de que éste desvinculó 
al trabajador por cualquiera de las condiciones aludidas anteriormente. 
 
 
Sujetos de especial protección 
 
 
Los trabajadores a los cuales el Estado les otorga esta protección se exponen a 
continuación, desde lo expuesto por Molina et al. (2016):  
 
• Las mujeres embarazadas y/o en estado de lactancia. 
• Directivos de sindicatos.  
• Los trabajadores en condición de discapacidad (por origen común o 
laboral). 
• Los prepensionados. 
• Madres y/o padres cabeza de hogar. 
 
En este punto se considera importante mencionar que se ha evidenciado que la 
Corte Constitucional, en sus múltiples pronunciamientos, siempre ha sido enfática en 
establecer cuál es el verdadero objetivo de la protección laboral reforzada, lo cual 
corresponde a asegurar que aquellos individuos que posean una condición especial o 
sean sujetos de esta protección gocen de la verdadera igualdad en sus relaciones 
laborales, de permanecer en sus empleos, de no sufrir discriminación y, lo más 
importante, de potencializar su capacidad de trabajo al máximo. 
 
A medida que se ha desarrollado una línea jurisprudencial reguladora del tema, 
la Corte ha cumplido con el objetivo principal, es decir, la ampliación de la protección a 
diferentes individuos. De ahí que en la actualidad, existen múltiples sujetos de especial 
protección, todos con condiciones especiales, pero que comparten una misma 






Fuero de discapacidad 
 
 
El fuero de discapacidad es aquella consecuencia jurídica que se origina de la 
relación obrero-patronal, cuando el trabajador posee ciertas restricciones o limitaciones 
que le impiden el desarrollo normal de su actividad habitual. En dicho fuero se 
fundamenta lo que llamamos la estabilidad laboral reforzada y esto genera, en cabeza 
del empleador, una carga procesal sobreviniente del principio de solidaridad, de dar 
continuidad al contrato, cualquiera sea la modalidad pactada, hasta tanto sea emitido 
por el inspector de trabajo, el correspondiente permiso para hacer efectiva la 
desvinculación laboral (Molina et al., 2016). 
 
En este orden de ideas, se reconoce que al tenor de los conceptos técnicos 
emitidos por la asesoría jurídica del Ministerio del Trabajo, y de acuerdo con lo 
planteado por Molina et al. (2016): “Al término de la incapacidad temporal, el empleador 
deberá dar cumplimiento a las disposiciones establecidas en los Artículos 16 y 17 del 
Decreto 2177 de 1989, en cuanto a la reinstalación y reubicación del trabajador” 
(p.147). Estos se refieren a la obligatoriedad que tienen las empresas de reincorporar a 
trabajadores inválidos, en los correspondientes cargos que ostentaban al momento de 
producirse el estado de invalidez, si recuperan su capacidad laboral. 
 
De igual manera, en un nuevo concepto, la entidad ya mencionada se refirió a 
los trabajadores a quienes se ha otorgado una incapacidad superior a 180 días 
generada por una enfermedad no profesional, destacando que según el numeral 15 del 
artículo 62 del Código Sustantivo del Trabajo y de la Seguridad Social, subrogado por 
el artículo 7 del Decreto 2351 de 1965 y del artículo 4 del Decreto 1373 de 1966 
(Presidencia de la República de Colombia, 1965; 1966; Ministerio del Trabajo, 1951), 
se erige en una justa causa para la terminación del contrato en el sector privado, 
siempre y cuando dichas incapacidades, según Molina et al. (2016): “(…) hagan 
imposible la prestación del servicio, es decir, que inhabiliten al operario para el trabajo” 
(p.148). 
 
Aspectos legales y jurisprudenciales, para el caso de la estabilidad laboral 
reforzada en Colombia 
 
 
La Corte Suprema de Justicia en Sentencia del 30 de noviembre de 1978, 
proferida dentro del expediente 5451, expresó la necesidad de que el inspector de 
trabajo deba constatar o corroborar la incapacidad para ejecutar la labor encomendada, 
manteniendo su posición de que en ningún caso la limitación de una persona, per se, 
sea motivo para obstaculizar una vinculación laboral, a no ser que la misma sea 
legalmente acreditada como incompatible e insuperable en el cargo que se va a 
desempeñar, reiterando que toda desvinculación llevada a cabo por esas causales, 
deviene en ilegal, salvo que medie autorización de la oficina de trabajo, haciéndose el 
empleador que procedió en esos términos, acreedor a las sanciones contenidas en la 
legislación laboral correspondiente. 
 
Para la honorable Corte Constitucional de la República de Colombia, con 
fundamento en el artículo 13 de la Constitución Política de Colombia, resulta claro que 
el Estado está en la obligación de proteger a aquellas personas que dada su condición 
económica, física o mental se encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta, 
expresando que deben sancionarse los abusos o maltratos que contra ellos se cometan 
(Asamblea Nacional Constituyente, 1991).  
 
Para ese organismo de cierre en lo constitucional corresponde al empleador 
reubicar al trabajador en aras de salvaguardar el principio constitucional de solidaridad, 
asegurando que en tales condiciones la labor desempeñada por el trabajador se ofrece 
compatible con su estado de salud y de esa manera, se reitera, preservar su derecho al 
trabajo en condiciones dignas. Siendo tajante esa Corporación en sostener que el 
empleador cuenta con herramientas jurídicas para eximirse de tal obligación, si 
demuestra que la misma obedece al principio de razón suficiente de índole 
constitucional, y consecuente con ello está exonerado de cumplirlo (Molina et al., 
2016). 
 
Empero, es claro para la Corte que el derecho a ser reubicado por condiciones 
de salud tiene diferentes alcances dependiendo del ámbito en el cual opera el derecho, 
exponiendo tres aspectos que se relacionan entre sí: 1) el tipo de función que 
desempeña el trabajador; 2) la naturaleza jurídica; 3) la capacidad del empleador. 
Concluyendo que si la reubicación desborda la capacidad del empleador o la prestación 
del servicio a su cargo, el derecho a ser reubicado debe ceder ante el interés legítimo 
del empleador, siempre y cuando éste haya puesto en conocimiento del trabajador tal 
hecho, dándole además la oportunidad de proponer soluciones razonables a la 
situación. 
 
Así mismo, es imposible ignorar lo consignado en el numeral 1 artículo 16 del 
Decreto 2351 de 1965 referente a la necesidad de reinstalar a los trabajadores en los 
cargos que desempeñaban si recuperan su capacidad de trabajo, sin que sea óbice la 
existencia de una incapacidad parcial, si los dictámenes médicos determinan que el 
trabajador puede continuar desempeñando el trabajo, indicándole al empleador que en 
virtud de tal disposición está en la obligatoriedad de realizar los movimientos de 
personal que sean necesarios. Igualmente, esto halla sustento en el artículo 8 de la Ley 
776 de 2002 (Congreso de la República de Colombia, 2002; Presidencia de la 
República de Colombia, 1965). 
 
Por su parte, el artículo 26 de la Ley 361 de 1997 reitera lo que se ha expuesto 
con anterioridad, en el sentido de que ninguna limitación presentada por una persona 
puede ser utilizada como razón fundamental para obstaculizar una vinculación laboral, 
salvo que esa presunta limitación sea claramente demostrada como incompatible e 
insuperable en el cargo que se va a desempeñar. No debemos olvidar que la 
normatividad anterior hace énfasis a esos eventos donde se produce la terminación del 
contrato de trabajo sin el cumplimiento de los requisitos legales, especialmente la 
autorización del inspector de trabajo, lo cual amerita una indemnización equivalente a 
180 días de salario (Congreso de la República de Colombia, 1997). 
 
A su vez, armoniza la honorable Corte su posición jurídica respecto al tema 
sometido a su consideración con lo señalado en los artículos 13, 47, 54 y 68 de la 
Carta Política sobre derechos y garantías de las personas con limitación física, 
fisiológica, psíquica o sensorial, quienes no pueden ser sujetos de discriminación 
alguna por su condición, en aras de garantizar su completa realización personal e 
integración social (Asamblea Nacional Constituyente, 1991). 
 
Para finalizar debe agregarse que existen otra serie de mecanismos 
administrativos que contienen recomendaciones para el empleador, cuando se está 
frente a una situación de discapacidad. Por lo cual, se hace referencia al artículo 10 de 
la Resolución 1016 de 1989 emitida por la Dirección General de Riesgos Profesionales; 
actualmente conocida como Riesgos Laborales, donde se establecen los 
subprogramas de medicina preventiva y del trabajo, que están encaminados a proteger 
a los trabajadores de los factores de riesgos ocupacionales y ubicándolos en un sitio de 
privilegio, acorde con sus condiciones psicofisiológicas (Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social y de Salud, 1989). 
 
De igual manera, el artículo 5 del Decreto 1295 de 1994 contempla que todo 
trabajador que tenga un accidente de trabajo o enfermedad profesional; reconocida en 
la actualidad como laboral, tendrá derecho a ser asistido médica, quirúrgica, 
terapéutica y farmacéuticamente, así como a gozar de todos los servicios que de allí se 
deriven (Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 1994). 
 
Por otro lado, el artículo 3 de la Resolución 2346 de 2007 establece la obligación 
del empleador de realizar las evaluaciones pre y post ocupacionales, con el objetivo de 
identificar las condiciones de salud que puedan ser agravadas por las condiciones de 
trabajo. Además, expresa que las administradoras de riesgos profesionales; hoy 
laborales, deben suministrar asistencia técnica para el desarrollo de los programas de 
salud ocupacional; conocidos actualmente como de seguridad y salud en el trabajo, de 
las empresas, asesorando a los empleadores en la implementación de subprogramas 
de medicina preventiva y del trabajo, cuyas actividades incluyen el proceso de 
reincorporación laboral de los trabajadores, independientemente de la contingencia que 
origine dicho reintegro (Ministerio de Protección Social, 2007). 
 
También, se cuenta con el Manual de procedimientos para la rehabilitación y 
reincorporación ocupacional de los trabajadores en el Sistema General de Riesgos 
Profesionales publicado por el Ministerio de la Protección Social (2009), que contempla 
una serie de medidas que pueden ser aplicadas a la rehabilitación de los trabajadores 
independientes, de la contingencia de salud que los afectó, pero es preciso indicar que 
su efectividad dependerá de la colaboración efectiva de agentes, los cuales son: las 
entidades prestadoras de salud de la ARL en la cual se encuentran afiliados el 
trabajador y el empleador, quienes deberán prestar mayor atención a las 
recomendaciones laborales emitidas por los profesionales responsables en el proceso 
de rehabilitación integral. Dentro del anterior marco normativo, tendiente a garantizar 
los derechos fundamentales de los discapacitados, también se hace referencia a la 
Convención sobre los Derechos de las personas con Discapacidad, aprobada por la 
Ley 1346 de 2009 (Congreso de la República de Colombia, 2009).  
 
 
Desarrollo Corte Constitucional Vs Corte Suprema de Justicia 
 
 
En lo concerniente a la posición jurisprudencial de la Corte Constitucional con 
ocasión del tema analizado, se identifica que su función en este campo ha sido prolija, 
dado que desde el año 1994 ha venido pronunciándose reiterativamente sobre este 
derecho específico que le asiste a los trabajadores en condición de discapacidad, o en 
situación de debilidad manifiesta, sobre todo en asuntos de tutela. 
 
En ese orden de ideas, se reconocen las siguientes sentencias: Sentencia T-
309/05, Sentencia T-661/06, Sentencia T-337/09, Sentencia C-531/00, Sentencia SU- 
049 de 2017, y más recientemente la SU-040 de 2018, ya que, en todas estas 
decisiones la Corporación ha sido enfática en establecer que ninguna persona en las 
condiciones anteriormente señaladas puede ser desvinculada de su función, sin previa 
autorización de los inspectores de trabajo, todo ello en atención a los principios de 
respeto a la dignidad humana, solidaridad e igualdad (Corte Constitucional de la 
República de Colombia, 2018; 2017; 2009; 2006; 2005; 2000). 
 
Por su parte, la Corte Suprema de Justicia en su sala de casación laboral ha 
mantenido una posición semejante de su homóloga, pero solamente hace referencia a 
aquellos trabajadores en condición de discapacidad que se encuentren debidamente 
calificados. No obstante, no menciona a aquellos que se encuentren en una situación 
de debilidad manifiesta, como presupuesto para lograr el mismo cometido. 
 
En esa misma línea ha emitido múltiples providencias sobre la misma temática, 
entre las que se encuentran la SL41845 del 18 de septiembre de 2012, la SL41380 del 
13 de marzo de 2013 y la SL1360 del 11 de abril 2018, en las cuales su posición ha 
sido vertical y concluyente, reiterando que para ella solo gozan de estabilidad laboral 
reforzada aquellos trabajadores, cuya pérdida de capacidad laboral este calificada 
como mínimo en la moderada (Corte Suprema de Justicia, 2018; 2013; 2012). 
 
 
Efectos que genera en el empleador la aplicación del fuero de discapacidad 
 
 
Sin lugar a dudas, uno de los temas que en la actualidad preocupan 
ostensiblemente a los empleadores, corresponde al de la estabilidad laboral reforzada; 
por razones de salud, esto por cuanto, a través de la acción de tutela, derivada de lo 
rezado en los artículos 13, 47, 53 y 54 de la Constitución Política de Colombia, surgió 
una protección que en la mayoría de los casos, es considerada desmedida, que 
ampara a los trabajadores en condición de discapacidad o en un estado de debilidad 
manifiesta, que propicia en ellos la denominada estabilidad laboral absoluta (Asamblea 
Nacional Constituyente, 1991). 
 
Respecto a la figura de estabilidad laboral reforzada por debilidad manifiesta, se 
ha determinado la procedencia de la acción de tutela, partiendo del nexo causal entre 
el despido y la afectación de la salud del trabajador, sin que se determine previamente 
que tal afectación se cierne como: “(…) grave, inminente, cierta o requiera medidas 
urgentes” (Molina et al., 2016, p.182). De tal manera que, se faculta al juez 
constitucional, en esa sede, para que en reemplazo del juez ordinario, ampare los 
derechos presuntamente amenazados o vulnerados a través del mecanismo transitorio 
de tutela, como ha sido definido por esa Corporación en la Sentencia T-116/13 (Corte 
Constitucional de la República de Colombia, 2013). 
 
En este sentido, el acceso ilimitado a la acción de tutela trae consigo la 
posibilidad de reintegro al trabajo, por presentarse insuficiencia en el acervo probatorio. 
Esto ha permitido a los trabajadores; cuando su contrato ha finalizado sin justa causa, 
la obra o labor acabada o se venza el plazo pactado, que si argumentan cualquier 
merma de salud -existente o no-, puedan acogerse a esta herramienta, logrando de 
esta forma que no sean removidos de su cargo (Molina et al., 2016) 
 
Por tal motivo, la Corte ha expresado que ésta es una práctica generalizada, a 
través de la cual muchos trabajadores con leves o levísimas afectaciones en su salud, 
pueden reclamar el derecho a la estabilidad laboral reforzada, con miras a que su 
situación contractual sea absolutamente inmodificable por parte de su empleador, pese 
a los criterios definidos por la misma Corporación, en el sentido de que, según Molina 
et al. (2016):  
 
“La estabilidad laboral no puede ser entendida como un instrumento para que las 
personas que sean despedidas, puedan asegurar su reintegro de manera arbitraria; es 
decir, ésta no puede ser vista como un derecho para la conservación del empleado y 
tiene aplicación solo ante algunos casos excepcionales”. (p.188)  
 
Consecuencia de ello, son los constantes abusos que se han dado dentro del 
ámbito laboral, por cuanto se les ha impuesto a los empresarios la carga financiera, de 
mantener indefinidamente a esos trabajadores en su labor.  
 
De esta manera, se concluye que el uso inadecuado y desmedido de esta 
garantía constitucional, genera unas obligaciones imposibles de cumplir y la 
consecuente vulneración de la seguridad jurídica del empleador, que en muchos de 
los casos, no conoce de la situación de salud de su trabajador, ya que viene 
cumpliendo a cabalidad con sus funciones, sin existir incapacidad o restricción alguna 
que se lo impida. Al respecto, en la Sentencia T-148/12, la Corte Constitucional de la 
República de Colombia (2012) apunta que: 
 
“En esta misma línea argumentativa, es forzoso que el empleador conozca de la 
discapacidad del trabajador como instrumento de protección de la seguridad jurídica. 
Esto evade el hecho de que posteriormente en la jurisdicción se asuma 
intempestivamente que el trabajador es discapacitado y se le impongan al empleador 
diversas obligaciones que no preveía, debido a su desconocimiento de la discapacidad”. 
(Expediente T-3.259.189) 
 
De hecho, existen casos en los que los trabajadores en su afán de solventar una 
presunta afectación de su salud llegan al extremo de proveerse y aportar exámenes o 
dictámenes médicos realizados con posterioridad a la terminación del contrato, y aún 
así, se hacen acreedores a dicha protección. 
 
Por esta razón, es importante resaltar que la protección es relativa y no absoluta, 
por tanto, el empleador está en la potestad de tramitar la correspondiente autorización 
a la que se ha hecho referencia en anteriores apartados, para desvincular ese 
trabajador que originó una causa justa para ello. 
 
Para agregar, el Estado tiene la obligación y responsabilidad de consolidar las 
políticas que permitan concretar de manera efectiva los derechos de los limitados en 
todo sentido. Como consecuencia, es indiscutible que debe existir una intervención 
directa de éste, porque si bien el legislador colombiano ha expedido normas con el fin 
de fortalecer el respeto a los derechos y la garantía de su ejercicio para aquellos, no 
existe a profundidad una injerencia de su parte, en tales aspectos. Todo ello, en razón 
a que no se han adoptado los instrumentos necesarios para asumir su rol en las 
diversas situaciones que se presentan, cuando se invoca el fuero de estabilidad laboral 
reforzada. 
 
Desde esta perspectiva, resulta evidente la carga que el legislativo ha impuesto 
sobre los empleadores para regular los parámetros que conlleven a la no vulneración 
de sus derechos, prácticamente imposible de soportar, toda vez que en la mayoría de 
los casos, esa protección vulnera ostensiblemente los intereses de las empresas. Esta 
situación es argumentada por Garzón (2013) cuando advierte que: “(…) el Estado debe 
tomar especial cuidado para fijar los medios a través de los cuales puede encargarse 
de ese trabajador que goza de la protección reforzada” (p.34). 
 
Lo cierto es que el excesivo proteccionismo del Estado a los trabajadores que 
tienen algún tipo de limitación, aún sin estar calificado, contraviene sin duda alguna la 







A través de estas reflexiones se han abordado tangencialmente los aspectos 
más importantes de la estabilidad laboral reforzada, resaltando que Colombia como 
estado social de derecho propende siempre por el bienestar del individuo. Por lo cual, 
es acertado afirmar que la discapacidad no es un problema exclusivo del trabajador, 
sino un factor social que requiere de la intervención directa por parte de aquél, con el 
fin de enfrentar dicha problemática, de tal manera que se pueda lograr la integración de 
ese segmento poblacional en el contexto social.  
 
El legislador en su legítima función ha expedido la normatividad pertinente, 
tendiente a reconocer y proteger los derechos fundamentales de esta parte del 
conglomerado, pero ha sido la acción de tutela el mecanismo más eficaz para buscar la 
defensa de sus derechos. Entre los cuales se destacan: obtener el reintegro a la 
compañía, el pago de las indemnizaciones pertinentes, la reubicación en un cargo 
diferente, etc. 
 
Ciertamente sobre tales tópicos la Corte Suprema de Justicia y la Corte 
Constitucional de la República de Colombia; máximos tribunales de cierre de la 
Jurisdicción Ordinaria y Jurisdicción Constitucional, han sido uniformes en su 
jurisprudencia sobre el amparo al derecho a la estabilidad laboral reforzada, de las 
personas que se encuentren en condición de discapacidad. 
 
Sin embargo, en la actualidad, existe un fuerte choque entre las posturas de 
ambos organismos. Por su parte, la Corte Constitucional de la República de Colombia 
haciendo uso de su carga argumentativa; fundada en los principios constitucionales y 
tratados o convenios internacionales, ha ampliado el ámbito de aplicación del fuero a 
aquellos trabajadores que se encuentren en estado de debilidad manifiesta. A contrario 
sensu, la Corte Suprema de Justicia, en su sala de casación laboral ha sostenido el 
criterio exegético, al mantener vigentes los límites de la protección, excluyendo 
totalmente de la clasificación a estos últimos, indicando que solamente gozan de la 
protección los que tengan una calificación entre el 15% y 25% de pérdida de capacidad 
laboral. 
 
Lo cierto es que la Honorable Corte Suprema de Justicia ha querido mantener un 
equilibrio, a fin de no caer en situaciones que puedan ser catalogadas como abusivas 
hacia el empleador, concediendo indiscriminadamente fuero a trabajadores que 
argumenten estar en una situación de debilidad manifiesta, y que no cuentan con una 
calificación de pérdida de capacidad superior al 15%.  
 
Para finalizar se concluye que, siendo consecuentes con la realidad, es 
necesario reclamar una presencia más continua por parte del Estado en la regulación 
de dicha materia, a fin de lograr una adecuada efectivización del propósito principal de 
esta garantía constitucional, la cual corresponde a la protección de ese grupo de 
ciudadanos que se encuentra en situación de vulnerabilidad, así como un ejercicio sano 
del derecho, pero sin dejar de lado esa obligación que el mismo Estado le impuso a los 
empleadores. Toda vez que se está frente a un problema social que requiere la 
intervención directa de las instituciones, creando políticas de conciliación, salud, 
seguridad social y trabajo digno, que integren a todos los individuos, y no delegando 
dicha responsabilidad a los particulares, en sus funciones de empleador, que en 
ocasiones no cuentan con los suficientes recursos financieros, de infraestructura y 
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